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ARTÍCULO 1º.- LA Fiscalía de Estado tiene a su cargo el control de legalidad de la actividad administrativa del Estado y la defensa del patrimonio de la Provincia. A dichos fines, es el órgano exclusivo de asesoramiento jurídico del Poder Ejecutivo.

Artículo 1°.- (Reglamentado) - El control de legalidad de la actividad administrativa del Estado, se ejercerá a través de la intervención del Fiscal de Estado en las hipótesis previstas por los arts.11 y 13 de la Ley.

La defensa del patrimonio de la Provincia en sede judicial, será ejercida por el Fiscal de Estado en los casos contemplados por los arts. 6 y 21 de la Ley y en cualquier otro establecido normativamente.

La función de asesoramiento jurídico tendrá lugar en las oportunidades fijadas por los arts. 11º y concordantes de la Ley.

ARTÍCULO 2°.- El Fiscal de Estado es el titular de la Fiscalía de Estado, la que está integrada además por:

a) Los Fiscales de Estado Adjuntos;

b) El Procurador del Tesoro;

c) El Fiscal de Estado Adjunto del Sur;

d) El Subsecretario de Coordinación;

e) El Director General Legal y Técnico;

f) El Escribano General de Gobierno;

g) La Oficina de Investigaciones Administrativas;

h) La Escuela de Abogados del Estado;

i) Los funcionarios de nivel directivo de sus dependencias;

j) Los abogados de la Fiscalía de Estado y de la Procuración del Tesoro, y

k) El Cuerpo de Abogados del Estado.

Artículo 2°.- Sin reglamentar.

DEL FISCAL DE ESTADO

ARTÍCULO 3°.- El Fiscal de Estado es designado y removido por el Poder Ejecutivo y tiene el rango, jerarquía e inmunidades de Ministro, con las atribuciones del Art. 147 de la Constitución Provincial.

Artículo 3°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 4°.- Para ser designado Fiscal de Estado se requiere: a) ser argentino, b) tener residencia inmediata y continua en la Provincia durante los 4 años anteriores a su designación, no considerándose interrupción la ausencia causada por el ejercicio de funciones al servicio del Gobierno Federal o de las Provincias o Municipios, c) tener más de treinta años de edad y d) poseer título de abogado con diez años como mínimo de ejercicio de la abogacía.

Artículo 4°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 5°.- El Fiscal de Estado ajustará su actuación a las normas constitucionales y legales y procederá su intervención de conformidad a las previsiones de esta Ley, del Código Contencioso-Administrativo y de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Artículo 5°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 6°.- El Fiscal de Estado representa a la Provincia en todos los litigios en que ésta sea parte, pudiendo sustituir sus facultades por escrito y sin otra formalidad a favor del Procurador del Tesoro, del Fiscal de Estado del Sur, de los abogados apoderados y letrados del Cuerpo de Abogados, sin perjuicio de impartir en cada trámite judicial las directivas que considere oportunas y ejercer el control que la reglamentación de esta Ley determine. Puede, con autorización del Poder Ejecutivo, consentir las sentencias de primera instancia y transar judicial o extrajudicialmente. Puede por sí consentir regulaciones de honorarios cuando los mismos sean fijados dentro de los márgenes legales.

Artículo 6°.- (Reglamentado) - El Fiscal de Estado, por resolución de carácter general, podrá establecer las condiciones para que el Procurador del Tesoro consienta regulaciones de honorarios y sentencias de segunda o única instancia.

ARTÍCULO 7°.- Cuando el Fiscal de Estado, el Procurador del Tesoro, el Fiscal de Estado Adjunto del Sur y demás funcionarios actúan en representación de la Provincia de conformidad a lo dispuesto por la presente Ley, será suficiente la invocación de su carácter de tales para acreditar su personería.

Artículo 7°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 8°.- Toda sentencia dictada en juicio contra el Estado Provincial deberá ser notificada al Fiscal de Estado en su despacho, aun cuando hubiere sustituido facultades o no hubiere tenido participación en la causa.

Artículo 8°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 9°.- En los juicios que no sean demandas contra el Estado que por su naturaleza la ley imponga la intervención necesaria del Fiscal de Estado, del Procurador del Tesoro o del Fiscal de Estado Adjunto del Sur, no podrá mediar condena en costas por sus actuaciones judiciales en defensa de los intereses de la Provincia.

Artículo 9°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 10°.- Si se dictare alguna resolución municipal o comunal contraria a los intereses del Estado Provincial, el Fiscal de Estado podrá iniciar las acciones correspondientes ante el Tribunal Superior de Justicia.

Artículo 10°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 11°.- El Fiscal de Estado en su carácter de órgano de control de la legalidad administrativa del Estado, tiene las siguientes atribuciones, sin perjuicio de las que le asignen las leyes especiales:

a) Dictaminar preventivamente, salvo los casos que reglamentariamente se establezcan:

1) En todas las causas administrativas en que se discuta la interpretación de normas vigentes.

2) En todos los casos de adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.

3) En los casos de otorgamiento, reconocimiento o denegación de derechos administrativos.

4) En todos los casos de contratación de obras, bienes y servicios.

5) En los sumarios administrativos en que proceda imponer sanciones expulsivas que deban ser resueltas por el Poder Ejecutivo.

6) En los casos de ejercicios de facultades colegislativas y de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo, cuando éste así lo solicite.

b) Asesorar:

1) Al señor Gobernador y sus Ministros conforme lo prevea la reglamentación, en todo asunto jurídico que le sea consultado o sometido a su examen.

2) En toda transacción judicial o extrajudicial que corresponda sea resuelta por el Poder Ejecutivo.

c) Intervenir:

1) Como sumariante, en los casos en que le sea solicitada a la Fiscalía de Estado la instrucción de sumarios administrativos exclusivamente cuando estén dirigidos en contra de funcionarios de autoridad.

2) Ejerciendo la acción de lesividad a los fines de la invalidación de los actos anulables a que se refiere la Ley de Procedimiento Administrativo. No es necesario dictamen fiscal en todos aquellos asuntos que correspondan al régimen económico administrativo de cada Ministerio y en aquellas materias administrativas que les haya delegado el Poder Ejecutivo en forma expresa y con arreglo de la Ley.

Artículo 11°.- (Reglamentado) - El control de legalidad y el asesoramiento a cargo de Fiscalía de Estado, se instrumentarán mediante dictámenes e informes por escrito, firmados por el Fiscal de Estado o su sustituto en ejercicio y registrados mediante numeración correlativa anual.

El Director General de Asuntos Jurídicos o los Secretarios Relatores en forma indistinta, protocolizarán los originales de los dictámenes en un Registro creado al efecto. La firma de dichos funcionarios en la copia que se agrega a las actuaciones, acreditará la protocolización respectiva.

En las intervenciones en que el Fiscal de Estado adhiera o remita a dictámenes de órganos consultivos o informes de otras reparticiones o dependencias del Estado, indicará la foja del expediente en que obran o los elementos necesarios para individualizarlos.

Se expedirán copias de las intervenciones del Fiscal de Estado, a solicitud de autoridades administrativas, judiciales o de parte interesada, las que serán debidamente autenticadas por los funcionarios mencionados o por el Jefe de Despacho de Fiscalía de Estado.

Las actuaciones que se remitan a consideración del Fiscal de Estado deberán contar, en su caso, con la opinión previa del responsable de la oficina o dependencia de asesoramiento legal del organismo descentralizado del que provengan y del Ministerio o Secretaría según corresponda.

Inc. a) El dictamen del Fiscal de Estado a que se refieren los puntos 2), 3) y 4) del inc. a) del art. 11, procederá únicamente en aquellos asuntos que deban ser resueltos por el Poder Ejecutivo.

Además de los supuestos previstos en el art. 11 in fine de la Ley, no será necesario dictamen fiscal en los casos en que se traten:

-Designaciones, contrataciones, promociones, ascensos y bajas de personal.

-Licencias, vacaciones, traslados, permutas, horarios extraordinarios y horas extras.

-Incremento y modificación de fondos permanentes.

-Concesión o caducidad de derechos de riego.

-En general, en todos aquellos casos en que ya se hubiera fijado criterio interpretativo por Fiscalía de Estado. En estos supuestos, el jefe de la oficina de asesoramiento jurídico deberá relacionarlos a los fines de mantener la jurisprudencia y evitar la remisión de las actuaciones.

Inc. a) Punto 1) La discusión vinculada a la interpretación de normas vigentes que motiva el dictamen de Fiscalía de Estado, es aquella que se origina en pronunciamientos contradictorios entre órganos de asesoramiento jurídico, funcionarios de autoridad o entre éstos y sus asesores letrados.

Inc. a) Punto 2) a 6) inclusive, sin reglamentar.

Inc. b) Punto 1) El Poder Ejecutivo o la autoridad ministerial en su caso, podrán solicitar dictamen o asesoramiento en aquellos asuntos en que lo considere menester, con indicación expresa de la cuestión sometida a opinión.

Inc. b) Punto 2) Sin reglamentar.

Inc. c) Punto 1) Cuando se encomiende al Fiscal de Estado la sustanciación de un sumario administrativo dirigido a funcionarios de autoridad, podrá delegar la tarea instructoria en un abogado de Fiscalía de Estado, de Procuración del Tesoro o del Cuerpo de Abogados del Estado, quedando a cargo de aquél la supervisión del trámite y las conclusiones del mismo.

Inc. c) Punto 2) sin reglamentar.

ARTÍCULO 12°.- El dictamen del Fiscal de Estado, en los casos que por esta Ley corresponda, constituye la última etapa jurídica del procedimiento administrativo y la remisión de las actuaciones a su conocimiento será dispuesta por el Poder Ejecutivo, Ministro, Secretario o Subsecretario respectivo.

Artículo 12°.- (Reglamentado) - La opinión del Fiscal de Estado, expresada en los términos señalados por la Ley, no podrá ser sometida a consideración de ningún otro cuerpo de asesoramiento jurídico de la Administración central o descentralizada.

Cuando normativamente se disponga la necesaria intervención del Fiscal de Estado, se evitará requerir su opinión con carácter previo.

ARTÍCULO 13.- La administración Provincial central y descentralizada debe encuadrarse en la orientación y jurisprudencia administrativa emergente de la aplicación de la presente Ley.

En caso que el Poder Ejecutivo no participe de la opinión del Fiscal de Estado en los asuntos en que su dictamen sea requerido, deberá fundar su decisión de acuerdo a derecho, bajo pena de nulidad. La resolución definitiva que se dicte en estos casos no surtirá efecto alguno sin la notificación al Fiscal de Estado en su despacho, dentro de los cinco días hábiles de la fecha en que se dicte.

Artículo 13°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 14°.- El Fiscal de Estado puede requerir directamente de todas las oficinas de la administración central y descentralizada, los antecedentes, documentación o expedientes que permitan facilitar el desempeño de sus funciones.

Artículo 14°.- (Reglamentado) - El pedido de antecedentes, informes, documentación o expedientes podrá fijar un plazo dentro del cual deberá ser cumplimentado.

ARTÍCULO 15°.- Es incompatible con la función de Fiscal de Estado el ejercicio de la profesión de abogado, con excepción de los casos en que actúe en representación de la Provincia, o en causa propia, de su cónyuge o de sus hijos menores.

Artículo 15°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 16°.- Corresponde al Fiscal de Estado proponer al Poder Ejecutivo la designación y remoción del personal de su dependencia y establecer las modalidades del régimen funcional y orgánico adecuado a las necesidades del servicio y del régimen disciplinario que aseguren el mejor desempeño de las funciones de sus agentes.

Artículo 16°.- (Reglamentado) - En las propuestas de designación y remoción del personal de su dependencia, el Fiscal de Estado observará los procedimientos establecidos en la Ley, esta Reglamentación y las prescripciones del Estatuto y del Escalafón para el Personal de la Administración Pública Provincial, en cuanto fuere pertinente.

El régimen funcional y orgánico así como el régimen disciplinario a establecer, deberán propender a lograr la mayor eficiencia en el cumplimiento de las funciones específicas del personal, conforme al objetivo institucional asignado por la Ley. Procurará asimismo, impulsar el perfeccionamiento profesional y administrativo de los agentes.

La actividad laboral de los profesionales se organizará internamente en función de los principios de celeridad, eficacia, especialización, colaboración y división del trabajo.

La licencia anual de los abogados y demás personal de Fiscalía de Estado será fijada tomando en consideración las ferias judiciales y garantizando la continuidad del servicio.

ARTÍCULO 17°.- El Fiscal de Estado no es recusable, pero si se hallara incurso en causales de interés en el asunto, amistad íntima o enemistad manifiesta con el actuante y de parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo con el interesado, deberá apartarse remitiendo las actuaciones al Procurador del Tesoro para su dictamen.

Artículo 17°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 18°.- Los Fiscales de Estado Adjuntos son los sustitutos legales del Fiscal de Estado. En su defecto lo reemplaza el Procurador del Tesoro mediante resolución dictada a tal fin.
Artículo 18.- (Reglamentado) - Cuando el Fiscal de Estado Adjunto o el Procurador del Tesoro sustituyan al Fiscal de Estado, tendrán las mismas atribuciones que éste. En ambos casos, la sustitución será dispuesta por resolución del Fiscal de Estado.

DE LOS FISCALES DE ESTADO ADJUNTOS

ARTÍCULO 19°.- Integran la Fiscalía de Estado dos Fiscales de Estado Adjuntos que son designados y removidos por el Poder Ejecutivo. Gozan de las inmunidades y tienen las incompatibilidades previstas en esta Ley, con el rango y la jerarquía de Secretarios.

Artículo 19°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 20°.- Para ser designado Fiscal de Estado Adjunto se requiere: a) ser argentino; b) tener residencia inmediata y continua en la Provincia durante los 4 años anteriores a su designación, no considerándose interrupción la ausencia causada por ejercicio de funciones al servicio del gobierno federal o de las provincias o municipios; c) tener más de treinta años de edad y d) poseer título de abogado con ocho años como mínimo de ejercicio de la abogacía.

Artículo 20°.- Sin reglamentar.
ARTÍCULO 21°.- Los Fiscales de Estado Adjuntos secundan al Fiscal de Estado en sus funciones, quien puede delegarles competencia material y establecer el orden de subrogación que corresponda, y tienen especialmente a su cargo:

a) Dictaminar, asesorar e intervenir conforme a lo establecido en el artículo 11 de esta Ley, en los casos que expresamente les delegue el Fiscal de Estado mediante resolución dictada al efecto;

b) Planificar y supervisar el trabajo de los abogados asesores de la Fiscalía de Estado;

c) Asistir al Fiscal de Estado en el control técnico del Cuerpo de Abogados del Estado y coordinar la labor de sus integrantes;

d) Convocar a reuniones plenarias a los abogados de la Fiscalía de Estado y del Cuerpo de Abogados del Estado para el tratamiento de asuntos que requieran debates de tal naturaleza;

e) Organizar el registro de dictámenes y su publicidad a los efectos de sistematizar la jurisprudencia administrativa;

f) Organizar la biblioteca jurídica con personal técnico especializado y proponer y supervisar la adquisición de material bibliográfico necesario, y g) Analizar y estudiar la legislación vigente en el ámbito provincial para sugerir las modificaciones pertinentes.

Artículo 21°.- (Reglamentado por Art. 18 Cuarto, Decreto N° 782/90) - Inc. a) Sin perjuicio de los casos de sustitución previstos por el art. 18 de la Ley, el Fiscal de Estado podrá delegar en el Fiscal de Estado Adjunto la atención de asuntos o causas del despacho diario, en los términos y con los alcances que expresamente resuelva.

Inc. b) El Fiscal de Estado Adjunto planificará y realizará la distribución del trabajo teniendo en cuenta la especialización de los letrados, sin que ello afecte el principio de organización, colaboración y división del trabajo. La supervisión tenderá principalmente a lograr el máximo de eficiencia sobre la base de la celeridad, economía y sencillez del trámite.

Inc. c) A los fines de la asistencia asignada, el Fiscal de Estado Adjunto programará un régimen periódico de visitas a las distintas dependencias de asesoramiento legal, verificando en cada caso el cumplimiento y observancia de las directivas y orientaciones técnicas emanadas de Fiscalía de Estado, procurando unificar criterios de operatividad en la labor de apoyo jurídico.

En la tarea de control, el Fiscal de Estado Adjunto informará al Fiscal de Estado sobre su labor de supervisión, sugiriendo las medidas a adoptar, en su caso.

Inc. d) Las reuniones plenarias lo serán sin perjuicio de las de carácter sectorial que se estimen necesarias, ya sea por razón de la materia o del ámbito de actuación administrativa.

Las reuniones también podrán consistir en conferencias, cursos, congresos o seminarios, con la participación de profesionales especialistas o de reconocida autoridad científica, pudiendo expedirse constancias y certificados.

La convocatoria se formalizará sobre la base de un temario expreso y con suficiente antelación.

Inc. e) El Registro de Dictámenes se instrumentará en un protocolo confeccionado bajo su dirección y control, conforme lo previsto en el artículo 11º.

La publicidad y difusión de la doctrina jurídica sentada por Fiscalía de Estado, se concretará a través de la publicación en el BOLETÍN OFICIAL de dictámenes o reseñas jurisprudenciales de aquellos asuntos de mayor interés para la administración consultiva o mediante la edición de una revista especializada, fascículos o comunicaciones impresas de orden interno o por sistemas informáticos que pongan en conocimiento de las asesorías letradas de la Administración central y descentralizada, los pronunciamientos de Fiscalía de Estado que sienten criterio doctrinario de interés o de necesaria observancia.

Inc. f) El funcionamiento de la biblioteca jurídica se estructurará sobre el principio de especialización, ya sea en cuanto al personal que la integra como al material bibliográfico.

Sin perjuicio de los requerimientos de ingreso establecidos en el Estatuto y en el Escalafón para el Personal de la Administración Pública Provincial, constituye exigencia específica para ser designado como jefe de la misma poseer título de bibliotecario de nivel universitario y contar con antecedentes y experiencia en el archivo, ordenamiento, clasificación o compilación de material jurídico.

Inc. g) A los fines del análisis y estudio de la legislación vigente, el Fiscal de Estado Adjunto podrá formar comisiones especiales. Deberá preparar los proyectos de leyes cuya sanción proponga el Fiscal de Estado al Poder Ejecutivo, seleccionando y reuniendo a tales fines el material necesario para cumplimentar la tarea de colegislación.

Queda a cargo del Fiscal de Estado Adjunto impulsar y dirigir la elaboración de la Compilación de Leyes de la Provincia, en coordinación con la Dirección de Informática Jurídica.

DEL PROCURADOR DEL TESORO

ARTÍCULO 22°.- El Procurador del Tesoro y el Fiscal de Estado Adjunto del Sur son designados y removidos por el Poder Ejecutivo, gozan de las inmunidades del Fiscal de Estado y tienen el rango y la jerarquía de Secretario.

Artículo 22°.- Sin reglamentar.
ARTÍCULO 23°.- Para ser designado Procurador del Tesoro o Fiscal de Estado Adjunto del Sur se requiere:

a) Ser argentino;

b) Tener residencia inmediata y continua en la Provincia durante los cuatro (4) años anteriores a su designación, no considerándose interrupción la ausencia causada por el ejercicio de funciones al servicio del Gobierno Federal o de las provincias o municipios;

c) Tener más de treinta (30) años de edad, y

d) Poseer título de abogado con ocho (8) años como mínimo de ejercicio de la abogacía.

Artículo 23°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 24°.- El Procurador del Tesoro tiene a su cargo la defensa en juicio del patrimonio del Estado Provincial, salvo los casos en que la misma sea asumida por el Fiscal de Estado, o delegada conforme a lo establecido por el artículo 6º de esta Ley y de acuerdo con lo que disponga la reglamentación. El Fiscal de Estado Adjunto del Sur tiene idéntica función en el ámbito territorial asignado en la presente Ley. A estos efectos, el Fiscal de Estado, el Procurador del Tesoro, el Fiscal de Estado Adjunto del Sur o sus sustitutos serán parte legítima y necesaria en todos los juicios en que la Provincia esté interesada.

Artículo 24°.- (Reglamentado por Art. 21, Decreto N° 782/90) - Para que proceda la defensa en juicio de la Provincia por el Procurador del Tesoro o sus sustitutos, deberá mediar la pertinente delegación de facultades en los términos previstos por el art. 6 de la Ley, sin perjuicio de lo dispuesto por las normas procesales para casos de urgencia, o de imposibilidad material para acreditar la sustitución.

ARTÍCULO 25°.- El Procurador del Tesoro y el Fiscal de Estado Adjunto del Sur pueden delegar, en cada caso, las facultades sustituidas por el Fiscal de Estado en los letrados que componen el Cuerpo de Abogados de la Procuración del Tesoro, de la Fiscalía de Estado Adjunta del Sur y abogados apoderados, en la forma prevista en el artículo 6º de esta Ley.

Artículo 25°.- (Reglamentado por Art. 22, Decreto N° 782/90) - El Procurador del Tesoro informará al Fiscal de Estado de la marcha de todos los asuntos a él delegados, con una periodicidad no mayor de tres meses, acompañando copia de las resoluciones definitivas cuando las mismas resulten transcendentes o impliquen jurisprudencia novedosa, debiendo disponer se confeccionen fichas con la síntesis de la doctrina del fallo. El Fiscal de Estado podrá requerir informes cuando lo crea conveniente.

ARTÍCULO 26.- Los cargos de Fiscal de Estado Adjunto, Procurador del Tesoro y Fiscal de Estado Adjunto del Sur son compatibles con el ejercicio de la profesión de abogado, con las limitaciones del artículo 88 de la Constitución de la Provincia.

Artículo 26°.- Sin reglamentar.

DE LOS SECRETARIOS RELATORES

ARTÍCULO 27.- La relatoría estará a cargo de Secretarios Relatores. Para su designación, se requieren los mismos requisitos que para ser Juez de Primera Instancia.
Los Secretarios Relatores tienen las siguientes funciones:

a) Analizar y relatar al Fiscal de Estado las actuaciones administrativas y proyectos de pronunciamiento sometidos a su consideración.

b) Evaluar y verificar el control interno y preventivo sobre normas y procedimientos iniciados y seguidos por los distintos órganos de Estado Provincial, conforme a la competencia establecida en el punto 1 del Artículo 26 de la Ley Nº 8779- Orgánica de Ministerios.

c) Colaborar con el Fiscal de Estado y Fiscal de Estado Adjunto en la planificación y supervisión del trabajo de los abogados asesores, así como en la organización, sistematización y difusión de la jurisprudencia administrativa.

Artículo 27°.- (Reglamentado por Art. 25, Decreto N° 782/90) - Inc. a) El análisis y relato de las actuaciones administrativas y proyectos de pronunciamientos establecidos en la Ley, importa la descripción pormenorizada de las instancias procedimentales cumplidas y la narración del encuadre jurídico, legal, doctrinario y jurisprudencial propuesto para esa causa.

Inc. b) La colaboración de los Secretarios Relatores se cumplirá a través de informes y propuestas de cursos de acción o directivas que hagan a una adecuada planificación y supervisión del trabajo de los abogados asesores, como asimismo en lo relativo a las funciones previstas en los incs. b), c) y d) del art. 24 de esta reglamentación. 

DE LA OFICINA DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS.

ARTÍCULO 28°.- La Oficina de Investigaciones Administrativas concentra la realización de todas las investigaciones administrativas en el ámbito de la administración centralizada y descentralizada, entes autárquicos, agencias y sociedades del Estado, cualquiera sea el régimen o estatuto laboral o legal de aplicación, conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 28°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 29°.- La Oficina de Investigaciones Administrativas actúa a solicitud de las áreas respectivas, las que deben requerir la iniciación de una investigación a través del titular de la jurisdicción, ente autárquico, organismo descentralizado, empresa o sociedad del Estado, comunicando los hechos o actos que dieren lugar a su realización. La solicitud de inicio de investigación administrativa debe especificar –en cuanto fuera posible- las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ejecución y demás elementos que pueden conducir a su comprobación, debiendo acompañarse la prueba obrante en su poder. Asimismo, la Oficina de Investigaciones Administrativas puede actuar de oficio, por instrucción del Fiscal de Estado, y aun en los casos en que los titulares de las jurisdicciones o de las distintas reparticiones se manifiesten en relación a la innecesariedad de su realización.

Artículo 29°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 30°.- El Jefe de la Oficina de Investigaciones Administrativas debe reunir los requisitos previstos en el artículo 37 de la presente Ley. Es designado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Fiscal de Estado.

Artículo 30°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 31°.- Corresponde a la Oficina de Investigaciones Administrativas:

a) Dictar, mediante resolución, la apertura y la clausura de las investigaciones administrativas;

b) Designar instructor, pudiendo recaer la designación en agentes de la jurisdicción, ente autárquico, organismo descentralizado, empresa o sociedad del Estado que solicite la investigación, encontrándose facultada en cualquier momento a impartir directivas y ordenar las medidas que estime pertinentes;

c) Ordenar, en su caso, la prórroga de los plazos para la investigación;

d) Poner en conocimiento de la Procuración del Tesoro cualquier acto o hecho que pudiera constituir un ilícito y/o que afectare el patrimonio del Estado;

e) Solicitar a todas las áreas de la administración centralizada, descentralizada, entes autárquicos, agencias y sociedades del Estado todo tipo de informes, pruebas y/o actuaciones que estime pertinentes, debiendo aquellas prestar toda colaboración que les sea requerida;

f) Requerir mayores precisiones o nuevos elementos de prueba en forma previa al dictado de la resolución de apertura de investigación administrativa, y

g) Proponer al titular de la jurisdicción, ente autárquico, organismo descentralizado, empresa o sociedad del Estado el cambio de lugar físico de prestación de tareas o la suspensión preventiva del o los agentes presuntamente responsables de la irregularidad, cuando a criterio de la Oficina de Investigaciones Administrativas entienda que su alejamiento sea necesario para el esclarecimiento de los hechos motivo de la investigación, o cuando su permanencia sea incompatible con el estado de autos, sin que ello implique pronunciarse sobre la participación, causación o responsabilidad de la conducta u omisión objeto de la investigación.

Artículo 31°.- Sin reglamentar.

DE LA ESCUELA DE ABOGADOS DEL ESTADO

ARTÍCULO 32°.- La Escuela de Abogados del Estado constituye el organismo exclusivo y excluyente de capacitación y perfeccionamiento técnico de la especialidad para los profesionales que desarrollen sus funciones en el Cuerpo de Abogados del Estado Provincial, siendo función de la misma:

a) Determinar las necesidades de capacitación del Cuerpo de Abogados del Estado y, en consecuencia de ello, desarrollar los cursos y demás actividades de capacitación y perfeccionamiento;

b) Dictar su reglamento para el desarrollo de las actividades académicas encomendadas en el presente acto de creación, y las normas complementarias y de interpretación que fueran necesarias para la ejecución de la tarea encomendada;

c) Formalizar convenios de colaboración docente y actividades conexas con organismos públicos y privados;

d) Realizar y promover actividades docentes, de investigación y divulgación atinentes a su finalidad;

e) Evaluar y proponer el reconocimiento de los títulos o cursos de postgrado dictados por universidades o instituciones de formación superior, como equivalencias de las materias a dictarse en la Escuela;

f) Promover el otorgamiento de becas de perfeccionamiento a los integrantes del Cuerpo de Abogados del Estado y la participación en la oferta académica que brinde a estudiantes destacados o jóvenes abogados que no pertenezcan a la administración, y

g) Autorizar las propuestas de capacitación individual o sectorial en otras instituciones cuando le sea requerido y no se haya previsto el desarrollo temático en su sede.
Artículo 32°.- Sin Reglamentar.

ARTÍCULO 33°.- La conducción de la Escuela de Abogados del Estado está a cargo de un Director designado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Fiscal de Estado debe reunir los requisitos previstos en el artículo 37 de la presente Ley, pertenecer o haber pertenecido a la Administración Pública Provincial y acreditar antecedentes de idoneidad personal, profesional y académicas suficientes.

Artículo 33°.- Sin reglamentar.

ARTÍCULO 34°.- Establécese que todas las áreas de la Administración Pública Centralizada y Descentralizada deben canalizar la capacitación a brindar a sus profesionales abogados a través de esta Escuela, la que asimismo debe intervenir de manera previa y obligatoria para autorizar cualquier funcionamiento estatal-total o parcial- de capacitaciones de abogados que no sean otorgados por la Escuela de Abogados del Estado.
Artículo 34°.- Sin reglamentar.

DEL DIRECTOR DE INFORMÁTICA JURÍDICA

ARTÍCULO 35°.- Para ser designado Director de Informática Jurídica se requiere título de abogado, tener seis años como mínimo en el ejercicio profesional, o en la docencia universitaria o en la investigación académica, y contar con conocimientos en sistemas de informática jurídica.
El Director de Informática Jurídica tiene a su cargo:

a) Crear, actualizar y coordinar el sistema de informática jurídica, a fin de facilitar el conocimiento del derecho en forma oportuna y eficiente, y la divulgación del dato jurídico global.

b) Reunir, analizar y sistematizar la legislación provincial.

c) Crear los archivos necesarios para el sistema de informática jurídica, en coordinación con el sistema nacional, otros poderes públicos e instituciones relacionadas.

d) Estudiar y aplicar tecnologías en informática jurídica documental y de gestión.

e) Proveer información a los funcionarios y abogados de Fiscalía de Estado, Procuración del Tesoro y Cuerpo de Abogados del Estado.

f) Organizar el servicio de consulta al público en general.

Artículo 35°.- (Reglamentado por Art. 26, Decreto N° 782/90) - Inc. a) El Sistema de Informática Jurídica tendrá por finalidad proveer datos referidos a legislación, jurisprudencia y doctrina, provinciales o nacionales, ya sea a través del acceso o consulta a los bancos de datos de los que se disponga, de la consulta al Sistema Argentino de Informática Jurídica o por comunicaciones con sistemas públicos o privados de información jurídica, pudiendo también proveer soportes magnéticos de información o cualquier otra tecnología.

Inc. b) En base a los textos oficiales publicados en el BOLETIN OFICIAL de la Provincia o de otros documentos oficiales auténticos, se procederá al análisis documental de leyes, decretos, resoluciones y reglamentos, para su incorporación a los archivos informáticos.

Se propondrá asimismo textos ordenados de las normativas provinciales para su aprobación por los Poderes Legislativo o Ejecutivo, según corresponda.

Inc. c) Serán organizados archivos de leyes, decretos y demás normas provinciales para su clasificación y recuperación automática. Asimismo, se organizará el archivo informatizado de dictámenes de la Fiscalía de Estado, al que se incorporarán los resúmenes de doctrina que los mismos contengan.

A fin de complementar la información, se promoverán acuerdos con los Poderes Legislativo y Judicial, con Universidades o con Institutos Superiores, por las vías que correspondan, para realizar actividades de mutua cooperación e intercambio de datos jurídicos.

Inc. d) El desarrollo de actividades de investigación y aplicación de tecnologías informáticas, se hará extensivo a las actividades de asesoramiento y cooperación técnica que se prestará a los organismos de la Administración Provincial que lo soliciten.

Inc. e) Sin reglamentar.

Inc. f) La información será accesible al público mediante un servicio de consulta tarifado a través de la Ley Impositiva. Dicha información comprende únicamente el acceso a los datos objetivos que se recuperen de los archivos de los sistemas disponibles.

DEL DIRECTOR DE ASUNTOS JUDICIALES

ARTÍCULO 36.- Para ser designado Director de Asuntos Judiciales se requiere los mismos requisitos que para ser Juez de Primera Instancia.

El Director de Asuntos Judiciales asiste al Procurador del Tesoro en sus funciones y tiene especialmente a su cargo:

a) Planificar y supervisar el trabajo de los integrantes del Cuerpo de Abogados de la Procuración del Tesoro.

b) Convocar a reuniones plenarias del Cuerpo de Abogados de la Procuración del Tesoro para el tratamiento de asuntos que requieran debates de tal naturaleza.

Artículo 36°.- (Reglamentado por Art. 27, Decreto N° 782/90) - La asistencia que el Director de Asuntos Judiciales debe prestar al Procurador del Tesoro, se implementará a través de la inmediata colaboración que habrá de otorgar a éste en todo lo referente a la defensa de los intereses de la Provincia ante los distintos Tribunales, debiendo velar por el cumplimiento de los actos procesales dentro de los términos estipulados, que los fondos necesarios para abonar en las distintas causas sean requeridos con la debida antelación, como así también que el Procurador del Tesoro reciba los escritos que deba suscribir o controlar, en los plazos indicados en esta reglamentación y en las demás normas que al efecto se dicten.

Inc. a) En la planificación del trabajo, el Director de Asuntos Judiciales procurará que la distribución de causas y asuntos asegure la especialización del abogado al que se le encomienden los mismos, sin que ello afecte los principios de organización y colaboración.

La supervisión tenderá, principalmente, a lograr el máximo de eficiencia en la defensa de los intereses del Estado Provincial.

Inc. b) Las reuniones plenarias de los Abogados de la Procuración del Tesoro tendrán como finalidad primordial aunar criterios de actuación y estrategias procesales, esclarecer y precisar los alcances doctrinarios de los fallos judiciales y abordar la temática jurídica que se defina como importante para el perfeccionamiento profesional.

Además de las instrucciones verbales que en cada caso estime corresponder, el Procurador del Tesoro podrá establecer, por escrito y con aprobación del Fiscal de Estado, las atribuciones y deberes de sus colaboradores.

DE LOS ABOGADOS DE FISCALÍA DE ESTADO Y DE PROCURACIÓN DEL TESORO

ARTÍCULO 37°.- Para ser designado abogado de la Fiscalía de Estado, de la Procuración del Tesoro o de la Fiscalía de Estado Adjunta del Sur se requiere poseer título de abogado con cinco (5) años como mínimo de antigüedad en el ejercicio profesional. Toda designación en tal carácter lo será previo concurso, conforme lo establezca la reglamentación del artículo 174, segunda parte, de la Constitución de la Provincia, con las modalidades particulares que determine la reglamentación de esta Ley.

Artículo 37°.- (Reglamentado por Art. 28, Decreto N° 782/90) - Las selecciones a que se refiere la Ley para la cobertura de cargos en la planta permanente como profesional abogado de la Fiscalía de Estado y de Procuración del Tesoro, se efectuarán con arreglo a las siguientes modalidades:

1- La selección será siempre de carácter abierto y podrá referirse a la evaluación de antecedentes o bien a prueba de oposición y antecedentes, debiendo los postulantes, en este último supuesto, aprobar ambos aspectos.

2- Los antecedentes y la prueba de oposición en su caso, deberán estar referidos al cargo que se pretende cubrir y su ponderación y calificación será numérica. La selección se efectuará garantizando su carácter público, objetivo y de igualdad de oportunidades, según dispone el art. 174 de la Constitución Provincial.

El llamado a selección será dispuesto por resolución del Fiscal de Estado y deberá contener:

a) Características del cargo a cubrir, área a la que pertenece, agrupamiento y funciones.

b) Requisitos legales para la cobertura.

c) Requisitos de idoneidad.

d) Tipo de selección de antecedentes o de oposición y antecedentes.

e) Antecedentes a considerar, puntaje asignado a cada uno, modo de evaluación que regirá la oposición, temario que comprenderá la misma y porcentaje que determinará su aprobación.

f) Documentación exigida.

g) Nombre de los integrantes de la Junta y del Secretario.

h) Lugar, día y hora del cierre de inscripción y presentación de antecedentes y en su caso de la prueba de oposición.

3- Los postulantes deberán presentar los antecedentes en la forma que determine la resolución, acompañados de una nota de solicitud donde conste su nombre, documento de identidad, fijación de domicilio en el radio de la Ciudad de Córdoba y lista de los antecedentes que presenta.

4- Vencido el plazo de presentación, la Junta se abocará al conocimiento de los antecedentes de los postulantes, labrando en el término de diez (10) días acta donde conste quienes son desestimados, debiendo notificar a estos últimos al domicilio constituido expresando las causas aducidas para su exclusión.

5- Quienes fueran desestimados podrán presentar reclamo fundado ante la Junta en el plazo de tres (3) días, vencido el cual la decisión quedará firme. De formularse reclamos, la Junta deberá resolverlos en forma previa a la continuación de las actuaciones. Adoptada resolución al respecto, deberá notificarla al reclamante, quien podrá recurrir la misma en el término de tres (3) días ante el Fiscal de Estado. Contra su decisión no cabrá recurso alguno.

6- Encontrándose firme el número de postulantes admitidos, la Junta procederá a ponderar sus antecedentes conforme los valores indicados en la resolución, estableciendo un orden de mérito según la suma del puntaje alcanzado por cada participante.

7- Receptada la prueba de oposición, en su caso, la Junta procederá a evaluar la misma según lo establecido en la Resolución, formando luego un nuevo orden de mérito en razón de la suma de los puntajes obtenidos en los antecedentes y en la oposición.

8- La Junta deberá notificar a cada postulante, la planilla de orden de mérito del punto 6 ó 7 según sea el tipo de selección dispuesta.

9- Los postulantes podrán interponer reclamo fundado dentro del plazo de cinco (5) días contados a partir de la fecha de su notificación, vencido el cual el orden de mérito quedará firme.

De formularse reclamos, la Junta decidirá al respecto notificando al interesado en caso de desestimar el pedido. De hacer lugar al mismo y modificarse el orden de mérito, deberá notificar tal situación a todos los postulantes afectados, los que podrán interponer reclamo según se señala en este punto.

10- Contra la decisión de la Junta sobre el orden de mérito cabrá recurso ante el Fiscal de Estado, el que deberá presentarse en el término de cinco (5) días. Contra su decisión no procederá recurso alguno.

11- Concluído el trámite, la Junta labrará acta elevando todo lo actuado al Fiscal de Estado para que proceda a seleccionar al candidato que cubrirá la vacante, de entre los postulantes que hubieren obtenido los tres (3) primeros puestos en orden de mérito efectuando la correspondiente propuesta de designación, previa entrevista personal, de considerarlo oportuno.

12- El seleccionado deberá acreditar los requisitos de ingreso a la Administración Pública Provincial, aún cuando se encontrara revistando en ella. De no hacerlo en el tiempo que se acuerde, el Fiscal de Estado podrá proponer a otro de los integrantes de la terna, la que se constituirá en este caso con quien siga en orden de mérito según la planilla aprobada.

13- En caso de resultar necesaria la cobertura de un nuevo cargo de similares características al seleccionado, el Fiscal de Estado podrá proponer la designación de entre quienes hubieren ocupado los tres primeros puestos de la selección realizada, hasta por el término de un año de finalizada la misma o bien llamar a una nueva selección

ARTÍCULO 38°.- El personal letrado de Fiscalía de Estado, de la Procuración del Tesoro y de Fiscalía de Estado Adjunta del Sur, como asimismo los integrantes del Cuerpo de Abogados del Estado y los abogados apoderados en su caso, tienen derecho a percibir honorarios judiciales cuando el adversario haya sido condenado en costas, no pudiendo cobrarlo en ningún caso a la Provincia.

Artículo 38° - Sin reglamentar.
ARTÍCULO 39°.- Está prohibido a los integrantes de Fiscalía de Estado, de Procuración del Tesoro y de Fiscalía de Estado Adjunta del Sur representar o patrocinar a litigantes contra la Administración Pública Provincial, sus entes descentralizados o autárquicos, municipios y comunas, o intervenir en gestiones extrajudiciales en que éstos sean parte, salvo que se trate de la defensa de sus intereses personales, de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado, o cuando tales actos se realicen en defensa de sus derechos profesionales.

Artículo 39° - Sin reglamentar.

DEL CUERPO DE ABOGADOS DEL ESTADO

ARTÍCULO 40°.- Pertenecen al Cuerpo de Abogados del Estado los Asesores Letrados de los Ministerios y Secretarías de Estado y de las distintas entidades de la Administración centralizada y descentralizada. Sus integrantes permanecerán administrativamente dentro de la estructura orgánica de sus respectivas reparticiones y en el cargo designado por el presupuesto vigente, pero dependerán técnicamente del Fiscal de Estado a los fines previstos por esta Ley.

Los abogados del Estado sólo podrán patrocinar o representar en juicios a Municipios y Comunas de la Provincia, previa autorización expresa del Fiscal de Estado y en ningún caso podrán percibir honorarios de la Municipalidad o Comuna cuya causa defiendan.

Artículo 40°.- (Reglamentado por Art. 31, Decreto N° 782/90) - La dependencia técnica de los integrantes del Cuerpo de Abogados del Estado implica el deber de los profesionales de observar y aplicar, en la tarea de asesoramiento, la jurisprudencia administrativa de Fiscalía de Estado, así como de adecuar el procedimiento operativo de cada unidad de apoyo jurídico a las directivas emanadas de aquélla.

La obligación de requerir autorización para patrocinar o representar en juicio a Municipios y Comunas de la Provincia, alcanza a los abogados de Fiscalía de Estado, de Procuración del Tesoro y del Cuerpo de Abogados del Estado.

Dicha autorización se formalizará a través de resolución fundada del Fiscal de Estado y en virtud de pedido expreso, para cada causa, por la autoridad comunal.

ARTÍCULO 41°.- Son sus funciones:

a) Dictaminar en los casos que les fueran encomendados, indicando, cuando corresponda, la necesidad y condiciones de la remisión de las actuaciones al Fiscal de Estado, conforme con las disposiciones del Artículo 11º de esta Ley y según lo establezca la reglamentación.

b) Sustanciar las investigaciones previas y los sumarios que los organismos de la jurisdicción o entidad administrativa a la que pertenezcan les encomiende, y preparar, cuando corresponda, el traslado de lo actuado a la autoridad judicial competente.

Artículo 41°.- (Reglamentado por Art. 32, Decreto N° 782/90) - El Fiscal de Estado establecerá por resolución las normas operativas, pautas técnicas de trabajo y demás condiciones a que deberán ajustar su actividad los abogados de Fiscalía de Estado, de Procuración del Tesoro y del Cuerpo de Abogados del Estado.

DISPOSICION TRANSITORIA

ARTÍCULO 42°.- Hasta tanto se designen abogados apoderados de la Provincia en las circunscripciones judiciales donde no los hubiere, los Agentes Fiscales de las mismas continuarán en la atención de los juicios en que intervienen y suplirán al Fiscal de Estado o Procurador del Tesoro en aquellas causas que se les delegue de conformidad con los Artículos 6º y 22º de la presente Ley.

Artículo 42° - Sin reglamentar.

ARTÍCULO 43°.- Derógase la Ley Nº 6723 y toda otra disposición que se oponga a la presente Artículo 44°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Artículo 43° - Sin reglamentar.
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